9º Simposio sobre Legislación Tributaria Argentina.

Comisión Nº 2

“Algunos aspectos conflictivos en la actividad agropecuaria “

En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los  28  días de mes de junio del 2007, reunidos en la Sede del Consejo Profesional en Ciencias Económicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, los integrantes de la Comisión Nº 2 del 9º Simposio sobre Legislación Tributaria Argentina, bajo la presidencia de su Titular Dr. C.P.  Carlos Battilana, Presidente Alterno Dr. C.P. César Cavalli,   Secretario Dr. C.P  Gabriel Jobe y Relatora Dra. C.P. Claudia Alejandra Chiaradía, luego de las exposiciones de los trabajos presentados y de los panelistas, y con un interesante debate de los puntos propuestos por parte de los asistentes a este  Simposio, manifiestan:

VISTO

a) Las directivas oportunamente impartidas por la Relatora de la Comisión.

b) Los trabajos presentados por Dres. C.P. Graciela Burón, Marta Sciaccaluga, y  C.P. e Ingeniero Agrónomo Mario   Uberti, del Dr. C.P. Arnaud Iribarne, y los Dres. C.P.  Analía Selva, Teresa Stafforte y Alfredo Brunotti.

c) Las  exposiciones de los panelistas invitados Dres, C.P.  Osvaldo Balán,  Juan Carlos Nicolini,  Perla Olego y  Hector  Tristán.

d) El  informe de Relatoría presentado por la Dra. C.P. Claudia Chiaradía.

e) Las  excelentes opiniones manifestadas  por los participantes en esta Comisión ; y 

CONSIDERANDO

Los temas sometidos a discusión, previstos en el informe de relatoría oportunamente publicado,  que fueron:

· Tratamiento fiscal de las sementeras

· Operaciones de canje

· Otros  pagos en  especie 

· Operaciones con  precio a fijar

· Convenio Multilateral 

.

Por todo lo expuesto, la Comisión N° 2 del 9º SIMPOSIO SOBRE LEGISLACION TRIBUTARIA ARGENTINA, eleva las presentes:

CONSIDERACIONES Y CONCLUSIONES.

I.    Tratamiento Fiscal de las Sementeras.

CONSIDERANDO

Que  la Ley de Impuesto a las Ganancias en su  art. 52 inc. f) dispone que, a los efectos de valuar las sementeras, se tomará el monto de las inversiones efectuadas, indicando el reglamento en su art. 80 que dichas inversiones están compuestas  por todos  los gastos relativos a semillas, mano de obra y gastos directos que conforman  los trabajos culturales.

Que dicha norma reglamentaria utiliza incorrectamente para enumerar las inversiones en sementeras el término “gastos” cuando en realidad debió referirse a “costos incurridos”.

Que la opinión del  fisco vertida en el  Dictamen 58/81 DATJ, anterior a la   vigencia del texto actual del art. 80 del DR,  expresa que  deben activarse en las sementeras, al cierre  los costos efectivamente incurridos.

Que resulta indubitable que los costos incurridos que componen las sementeras a los efectos del Impuesto a las Ganancias son aquellos que taxativamente enumera el mencionado art. 80 del DR.

Que  a esos fines merece una consideración especial  la valuación impositiva al cierre del ejercicio de las semillas de propia producción,  que se utilizarán como insumos para las sementeras de la próxima campaña.  

Que asimismo resulta necesario que cada contribuyente adopte su propio criterio para determinar los gastos directos que conforman  los trabajos culturales aplicables a su propia explotación. 

Que la atribución de ciertos costos incurridos a cada una de las sementeras al cierre, suele ser un problema adicional para los contribuyentes que no llevan un sistema de costos adecuado.

Que una parte muy representativa de los productores agropecuarios son  empresas familiares con una estructura administrativa precaria  o de mediana envergadura.

Que visto lo mencionado en el párrafo anterior, uno de los métodos alternativos  para determinar los costos directos que componen las labores culturales, consiste en apropiar los mismos utilizando alguna unidad de medida estándar, como puede ser la UTA (Unidad de Trabajo Agrícola).

Por lo expuesto, la Comisión N° 2 del 9º Simposio sobre Legislación Tributaria Argentina  considera  conveniente extraer las siguientes  

CONCLUSIONES

1. Dado que las normas contables se apartan totalmente del tratamiento impositivo a los efectos de la valuación de las sementeras, es necesario que la  misma se determine  aplicando estrictamente lo normado en la Ley del Impuesto a las Ganancias  y en su  reglamento.

2. Esto implica que el valor de las sementeras será calculado sumando los costos relativos a semillas, mano de obra y gastos directos que conforman los trabajos culturales de cada establecimiento y en ningún caso es admisible, ni para el contribuyente ni para la Administración Fiscal, que para ello se utilicen índices generales que no se correspondan en forma directa con la actividad y los costos de la explotación.

3. La  semillas de propia producción utilizadas en un cultivar no cosechado al cierre,  deben valuarse al costo efectivamente incurrido, incluyendo los gastos de cosecha y todos los necesarios hasta que la misma se clasifique, como así también los costos  de conservación y  los de   análisis de  la calidad de la semilla,  entre otros. En el caso de no contar con la información para la determinación del costo Incurrido, podrá utilizarse el valor de cotización del cereal, más los gastos  de clasificación y preparación de la semilla.

4. En el caso de contribuyentes, que operen con equipos propios y que no dispongan de una contabilidad de costos adecuada, se podría optar por algún método alternativo para determinar los gastos que conforman los trabajos culturales. Si a este fin se utiliza como unidad de medida la UTA (unidad de trabajo agrícola), el valor de la misma debe ser  el que se obtenga  de los costos incurridos en el propio establecimiento, siguiendo la definición impositiva y  de ninguna manera el valor que surja de revistas especializadas.

5. Cuando el rinde esperado del cultivo resulte notoriamente afectado, el contribuyente puede ejercer la opción de  valuar las sementeras al probable valor de realización, dando cumplimiento a la obligación de informar la metodología utilizada para su determinación,  junto con la presentación de la declaración  jurada del impuesto a las ganancias.

6. El valor probable de realización previsto en el inciso f) del artículo 52 de la Ley sólo representa una opción para el contribuyente para el caso específico mencionado en el punto anterior, pero no puede ser utilizado por la administración para sustituir el valor calculado sumando los costos taxativamente mencionados en el mismo artículo.

II.   Operaciones de canje

CONSIDERANDO

Que a pesar de la compleja normativa vigente para el comercio de granos, especialmente con respecto a las normas de facturación, no encontramos pautas específicas aplicables para los canjes, ni en los llamados primarios  (donde necesariamente una de las partes es el productor), ni en los secundarios.

Que  la RG 2266/2007 (AFIP), texto sustitutivo de la RG 1394/2002  a diferencia de la Ley de IVA no contempa como requisito para la improcedencia de la retención, en las operaciones de canje,  el orden de prelación que establece la citada ley, es decir que primero se deben  adquirir bienes, servicios y/o locaciones gravados  y en segundo término se deben entregar los productos primarios enunciados taxativamente en la Ley. 

Que el art. 12 de la RG 2118/06, modificado por la RG 2267/07 (AFIP), determina que en los  canjes totales o parciales ambas partes deberán practicar la mal llamada “autorretención” y que  en el acta de la reunión del Grupo de Enlace AFIP-DGI/CPCECABA de noviembre del 2004, se expresó que las autorretenciones tienen la naturaleza de un pago a cuenta,  por lo  que es posible su ingreso mediante compensación con saldos de impuestos de libre disponibilidad. 

Que  los  operadores del plan canje han  tributado el Impuesto sobre los Ingresos Brutos  al entregar sus bienes, prestar sus servicios y/o locaciones, pero también se les exige cuando deciden  comercializar los productos agropecuarios recibidos,  generándose una clara doble imposición, salvo excepciones. 

Que en la mayoría  de  los Códigos Fiscales provinciales las operaciones de ventas de bienes, prestaciones de servicios o locaciones de obra, el impuesto sobre los Ingresos Brutos se perfecciona con independencia del momento de recepción del bien que recibirán en canje o de su posterior venta, en franca divergencia con lo previsto en la ley del Impuesto al Valor Agregado.

Por lo expuesto, la Comisión N°2 del 9º Simposio sobre Legislación Tributaria Argentina  considera  conveniente extraer las siguientes:

CONCLUSIONES

1. Proponer que se incorpore en las resoluciones vigentes sobre normas de facturación propias para el sector agropecuario,  como así también en la RG 1415 (AFIP), la forma de  documentar  las operaciones de canje.

2. En la relación fisco-contribuyente debe tenerse presente que la mal llamada autorretención prevista en las RG 830/00 y en la RG 2118/06  y modificatoria tienen la naturaleza de pagos a cuenta por lo que es posible cancelarlas por  compensación con saldos de impuestos de libre disponibilidad. 

3. Para evitar la doble imposición en el impuesto sobre los ingresos brutos a que se ven sometidos los proveedores del plan canje en oportunidad de la venta de los productos primarios recibidos, las distintas jurisdicciones deberían reconocer que la base de cálculo del impuesto en estos casos, estará dada por la diferencia  entre el  valor considerado por la entrega del bien o servicio por canje -sobre el que ya fue liquidado el impuesto- y el precio de venta final, aplicando sobre dicha diferencia la alícuota  correspondiente a la operación  original. 

4. Para homogeneizar el tratamiento de las operaciones de canje con el concedido en la ley del Impuesto al Valor Agregado, debería peticionarse en todas las jurisdicciones provinciales que se establezca que dichas operaciones  perfeccionen el Impuesto sobre los Ingresos Brutos para el proveedor canjeador en la oportunidad de recibir los bienes primarios comprometidos.

III.  Otros pagos en especie

CONSIDERANDO

Que en  los contratos celebrados con los contratistas rurales se puede determinar el pago en función de una suma de dinero, en especie o bien bajo la forma de un contrato de tipo asociativo similar a una aparcería.

Que en el Dictamen 12/06  Di.A.L.I.R., la Administración Federal de Ingresos Públicos opinó respecto de las dos últimas alternativas, concluyendo que los modelos de contratos acompañados en la consulta formulada no presentaban  las características propias de las figuras de índole asociativa, siendo asimilables a una locación de obra con pago en especie y  que  por lo tanto la entrega de los productos primarios realizada por el productor quedaba encuadrada en las disposiciones del art. 2, inc. a), de la Ley del IVA, es decir como un concepto asimilable a venta impositiva y consecuentemente  gravada por el  impuesto en esa oportunidad.

Que los contratos  de  arrendamiento con pago en especie,  presentan un instituto cuya utilización está arraigada entre los productores agropecuarios y que, a pesar de ello, la doctrina ha elaborado diferentes interpretaciones  sobre su tratamiento frente al Impuesto al Valor Agregado.

Que en el Impuestos sobre los Ingresos Brutos,  cuando la operación se       cancela mediante pago en especie, existe claramente una doble imposición, dado que el locador ya tributó el gravamen a  la alícuota general por la locación de obra o el arrendamiento  (salvo excepciones) y debe volver a tributar en el momento que vende los productos primarios, tal como sucede en las operaciones de canje tratadas anteriormente.

Que cuando la retribución se estipula en función de una cantidad de quintales fijos, se presentan dificultades para que el contratista pueda cumplir con las normas de facturación y las disposiciones del O.N.C.C.A., dado que en rigor no es un “canjeador de bienes y servicios”, porque sus prestaciones constituyen  locaciones de obra.                                           

Que frente a las normas de facturación, es el arrendador,   quien debe emitir los documentos equivalentes dispuestos por las resoluciones conjuntas 456 y 1593 de la SAGPyA y AFIP,   pero  los sujetos mencionados no  son  canjeadores  de bienes y servicios por granos.

Por lo expuesto, la Comisión N° 2 del 9º Simposio sobre Legislación Tributaria Argentina  considera  conveniente extraer las siguientes 

CONCLUSIONES

1. Deberían legislarse, tanto en los aspectos de fondo como para su tratamiento impositivo los convenios que se celebran con los  contratistas rurales, como ha sucedido con el Contrato Asociativo de Explotación Tambera, y el Contrato de Maquila.

2. En especial en los contratos celebrados con contratistas rurales  donde se determina como retribución un porcentaje de la cosecha, la norma positiva debería distinguir los supuestos bajo los cuales las contrataciones son de tipo asociativas o bien constituyen meras locaciones de obra con pago en especie, por ser el tratamiento impositivo absolutamente diferente.

3. Debería ponderarse  el tratamiento a conceder en el Impuesto al Valor Agregado, a quienes reciben pagos en especie como contraprestación de un  contrato de arrendamiento.

4. En el Impuesto sobre los Ingresos Brutos, en las operaciones con pago en especie, a los efectos de atenuar la múltiple imposición, recomendamos idéntico tratamiento al concluido respecto de las operaciones de canje.  

5. Se debería incorporar dentro de las  normas del ONCCA  la situación de los contratistas  y arrendadores que cobren en especie,  para cumplir con las normas en vigencia de dicho organismo,  la AFIP y de la SAGPyA.

IV.  Operaciones con Precio a Fijar

CONSIDERANDO

Que  una de  las  excepciones a la regla general en cuanto al  nacimiento del hecho imponible  en el IVA para la venta de cosas muebles la encontramos en el  segundo párrafo del Art. 5º inciso a) de la Ley,  el que determina que  en  los casos en que la comercialización de productos primarios enumerados en la norma se realice mediante operaciones en las que la fijación del precio tenga lugar con posterioridad a la entrega del producto, el hecho imponible se perfeccionará en el momento en que se proceda a la determinación de dicho precio.

Que no se incluye en la ley del impuesto ni en su decreto reglamentario una definición de los denominados  “productos primarios”.

Que tampoco aparece como una exigencia legal el hecho de que para considerarse como operaciones con precios a fijar, éstas deban cumplir otra condición que no sea el convenio de cerrar las operaciones con precios vigentes a fecha posterior de la entrega.

Que en estas  operaciones,  la  fijación del  precio puede tener lugar con posterioridad a la determinación de la calidad y precio vigente  a la fecha de entrega, sin que ello cambie el perfeccionamiento del hecho imponible especial creado por la ley.  

Que, sin embargo, el Dictamen  (DAT) Nº 164/94  expresa  que las operaciones con precio a fijar  son aquellas en las que al concretarse la traslación de los bienes falta algún elemento para determinar el valor de los mismos, como ser el grado de humedad en los granos o la grasa butirosa en la leche.

Que los códigos fiscales provinciales no contemplan las particularidades de las operaciones con precio a fijar, por lo que el hecho imponible del Impuesto sobre los Ingresos Brutos se perfecciona en oportunidad de la entrega de los bienes con independencia de la percepción del precio, produciéndose una distorsión temporal, entre el pago del impuesto y las retenciones que correspondería practicar sobre la misma base.

Por lo expuesto, la Comisión N° 2 del 9º Simposio sobre Legislación Tributaria Argentina  considera  conveniente extraer las siguientes 

CONCLUSIONES:

1. Sería conveniente  definir  legalmente el concepto de “producto primario” a los fines del Impuesto al Valor Agregado, aclarando si el hecho de que exista algún grado de elaboración le hace perder tal condición.

2. Resulta necesaria una  revisión del Dictamen (DAT) Nº 164/94,  dado que la ley no establece para las operaciones con precio a fijar, que sea necesario que al momento de la  entrega  falte algún elemento para determinar el valor de los bienes en cuestión, sino que sólo dispone que la fijación del precio se debe concretar con posterioridad.

3. Debería peticionarse ante las jurisdicciones provinciales la inclusión en los códigos fiscales, de que en las operaciones con precio a fijar se prevea el diferimiento del perfeccionamiento del hecho imponible hasta el momento de la fijación del precio. 

V.  Otros aspectos trascendentes en el Impuesto al Valor Agregado 

CONSIDERANDO

Que en forma conjunta con los temas sujetos a discusión, distintos participantes expusieron la necesidad de ponderar temas relativos a las alícuotas en el Impuesto al Valor Agregado.

Que la aplicación de alícuotas diferentes entre las ventas y la compra de algunos  insumos, prestaciones de servicios y locaciones  altera la neutralidad del impuesto.

Que  en sendos dictámenes el fisco opinó,  que  según surge del artículo 10 de la Ley del IVA  son integrantes del precio neto gravado, aunque  se facturen o convengan por separado, los servicios a los que se refiere el punto 1 del quinto párrafo del mismo y que en cuanto sean prestados conjuntamente con la operación principal o como consecuencia de la misma, referidos a transporte, limpieza, embalaje, seguros, garantía, colocación, mantenimiento y similares, esos conceptos estarán alcanzados a la tasa reducida que grava la operación que los genera,   aún cuando considerados independientemente se encuentren sometidos a la tasa general

Que el régimen de operadores de granos regulado por la RG 1394/2002, sustituida por la RG 2266/07, contempla sanciones para los operadores inscriptos en el Registro Fiscal de Operadores que observen “una incorrecta conducta fiscal”, produciéndoles severas consecuencias. 

Que la multiplicidad y complejidad de las normas y requisitos que deben observar los operadores torna dificultoso su cumplimiento, incrementando las probabilidades de incurrir en errores u omisiones involuntarias.

Que las modificaciones introducidas por la R.G. 2266/2007 han morigerado las referidas consecuencias, subsistiendo, no obstante, la problemática expuesta con relación a la “Suspensión Transitoria” del responsable incluido en el registro.

Por lo expuesto, la Comisión N°2 del 9º Simposio sobre Legislación Tributaria Argentina  considera  conveniente extraer las siguientes 

CONCLUSIONES

1. A fin de evitar la acumulación de saldos a favor técnicos de difícil recupero, que en definitiva pueden resultar un costo para el productor, es necesario implementar un sistema de devolución simple y rápido de los mismos.  

2. Con respecto a la comercialización de granos debería explicitarse en una norma reglamentaria, cuáles son los servicios prestados conjuntamente con la operación principal  que forman parte de la base imponible de la misma y consecuentemente tienen su mismo tratamiento fiscal, en cuanto a la alícuota y al perfeccionamiento del impuesto.

3. Este criterio debe ser aplicable en forma independiente del tipo de documentación que se utilice, (1116/C de mandato o consignación o  el formulario 1116/B) o aun cuando se facturen por separado.

4. Debería contemplarse, para todas las situaciones,  procedimientos a los efectos  de  permitir subsanar los casos  de incorrecta conducta fiscal, antes de imponer a los sujetos  inscriptos en el Registro Fiscal de Operadores previsto en la R.G.  N° 2266/07,  las sanciones contempladas en la misma.

VI.  Convenio Multilateral 

CONSIDERANDO

Que el “Convenio Multilateral” es el  producto de una concertación política entre las distintas jurisdicciones y en particular su artículo 13º evolucionó procurando conceder cierta protección a las jurisdicciones productoras de productos primarios.

Que la modificación del Acuerdo vigente o intento de ello, resulta de improbable conclusión y tal vez llevaría a poner en riesgo su propia existencia.

Que el artículo 13º, por su imprecisa redacción, requiere de una permanente interpretación al momento de cuantificar la base imponible y su imputación correcta a cada jurisdicción interviniente, lo que genera una indeseable inseguridad jurídica para los contribuyentes obligados a su aplicación.

Que el  citado artículo regula un régimen específico para la producción primaria en el que para la atribución de ingresos entre las distintas jurisdicciones deben ponderarse dos aspectos a saber: un sistema especial de factores predeterminados por el propio texto del Convenio, con una  remisión al régimen general, donde se deben calcular coeficientes en función de hechos pasados.

Que ello implica que deba resolverse la aplicación de una atribución directa combinada con una distribución con arreglo al régimen general.

Que para la determinación de los coeficientes  unificados, según lo dispuesto en el artículo  2 de CM,  la norma omite  mencionar dentro de la enumeración de los gastos no computables a  la actividad agropecuaria, mencionando sólo actividades industriales, comerciales y de servicios.

Que en situaciones conflictivas originadas en la redacción del 1º y 2º párrafo del Artículo 13º, tanto las resoluciones de sus órganos de aplicación como las jurisprudenciales resultan divergentes ante los diferentes casos particulares que se someten a su consideración.

Que es evidente una evolución de las opiniones de la Comisión Plenaria hacia un permanente reconocimiento de las  opiniones de las administraciones fiscales de las jurisdicciones productoras,  no siempre coincidentes con las opiniones doctrinarias que se vienen sosteniendo, desde hace mucho tiempo.

Que ello resulta muy preocupante a partir de las ultimas Resoluciones Generales emitidas por las Comisiones: Arbitral y Plenaria respectivamente, en el caso de la llamada “mera compra”.

Que alguna de ellas se omitió considerar que los productos agropecuarios, forestales, o mineros y los frutos del país, quedan encuadrados en el 1º párrafo del art. 13, aun cuando los mismos tengan algún grado de elaboración, pero en la medida que esta no produzca  una transformación tal del producto que lo convierta en otro distinto del originario.

Que resulta claro que el impuesto sobre los ingresos brutos grava el ejercicio de la actividad destinada a producir ingresos y que sólo procede cuando se realice efectivamente una actividad lucrativa y se concrete efectivamente el devengamiento de su producido.

Que la Comisión Plenaria ha interpretado que la mera compra se aplicaría también en los casos en que el comprador no se traslade a la jurisdicción productora y que los productos sean entregados fuera de la misma.

Que en la opinión emanada de alguno de los organismos de fiscalización provinciales se omite considerar que la intención del legislador fue eximir a las exportaciones de gravámenes con el claro objetivo de no exportar impuestos.

Que la incertidumbre en la aplicación de las normas del Convenio Multilateral se transforma en una verdadera trampa para el Contribuyente, ya que las consecuencias de las diferencias de interpretación resultan irreparables e injustas, dado que el impuesto es oblado por el total de sus operaciones gravadas e igualmente puede ser intimado al pago por aquellas jurisdicciones que se sienten perjudicadas por esa interpretación.  

Por lo expuesto, la Comisión N° 2 del 9º Simposio sobre Legislación Tributaria Argentina  considera  conveniente extraer las siguientes

CONCLUSIONES

1. Debe proponerse a la Comisión Arbitral el dictado de Resoluciones Generales  que clarifiquen la aplicación de los tres párrafos del artículo 13º del Convenio Multilateral, en el sentido de que:   

a) Se consideren  como no computables  para el régimen general los ingresos que resulten objeto de atribución directa a las jurisdicciones productoras según el art 13.

Los gastos relacionados con la obtención de los productos contemplados en el párrafo en análisis no  se computen para la distribución de la base imponible, conforme al régimen general. La norma debe ser clara de manera de asignar en forma inequívoca a cada jurisdicción la correcta base imponible.

Se defina concretamente el concepto de producto primario en los casos que éste esté sometido a algún grado de elaboración sin que ello implique una transformación de su naturaleza, que lo convierta en otro distinto al originario.

b) En todos los casos en que corresponda atribuir a las juridicciones productoras parte de la base imponible del impuesto como consecuencia del despacho de los bienes o las adquisiciones realizadas por el contribuyente, los hechos imponibles se perfeccionen en oportunidad de la venta de ese bien o del producto al que sea destinado.  En consecuencia la atribución de ingresos a la jurisdicción productora por adquisición directa a los productores (segundo párrafo) o la mera compra (tercer párrafo) quedaría supeditado hasta el momento de la obtención de los ingresos.

c) La exigencia del criterio de la mera compra requiere el desarrollo de una actividad del comprador en la jurisdicción productora, ya sea para realizar la compra o para sacar físicamente el bien de esa jurisdicción.

El criterio de mera compra  a ser utilizado por las provincias debe  tener en cuenta el destino del bien, es decir que este vinculado con una operación gravada  posterior y no exenta en el impuesto sobre los ingresos brutos.

Por lo tanto resulta improcedente gravar la mera compra cuando el destino del bien es la exportación.

VII. Regímenes de recaudación del Impuesto sobre los Ingresos Brutos

CONSIDERANDOS

Que existe en la actualidad en las distintas provincias una proliferación indeseable de regímenes de retención y percepción en la fuente del Impuesto sobre los Ingresos Brutos, los que ocasionan serios inconvenientes, tanto a quienes resultan llamados a actuar como agentes como a aquellos sometidos a la retención o percepción en la fuente.

Que respecto de estas dificultades es posible destacar: 

a) Multiplicidad de retenciones y/o percepciones aplicables a una misma operatoria;

b) Aplicación de regímenes de retención y/o percepción sin el debido sustento territorial;

c) La generación de permanentes  saldos a favor a los sujetos pasivos, lo que los obliga a solicitar certificados de no retención y/o percepción que, en muchos casos, es de laboriosa y difícil obtención; 

d) Falta de uniformidad de criterios para definir el tratamiento de una misma operación (operaciones alcanzadas, mínimos no sujetos a retención/percepción, alícuotas, plazos, etc.).

Que todo ello origina inseguridad jurídica y una gran complicación administrativa, con el agravante de que cualquier error o inconveniente recae sobre el patrimonio del agente de recaudación con severísimas sanciones.

Que si bien las pautas para racionalizar la utilización de los regímenes de recaudación, están parcialmente incorporadas a la Resolución General (CA) 1/2007., en su artículo 37, las mismas son insuficientes y permanentemente vulneradas por las distintas jurisdicciones.

Por lo expuesto, la Comisión N° 2 del 9º Simposio sobre Legislación Tributaria Argentina  considera  conveniente extraer las siguientes

CONCLUSIONES

1. Una solución integral a la problemática descripta podría ser el establecimiento de un único régimen de retención y percepción en la fuente para todas las provincias, distribuyendo en forma automática el producido conforme pautas equitativas y razonables; en forma similar a lo que ya se está haciendo respecto al régimen de percepción en aduana y al régimen de recaudación en cuentas bancarias.

2. De resultar imposible la unificación antedicha, deberían seguirse las siguientes pautas en el diseño de los regímenes de recaudación:  

a) Designación de los agentes: Debería ser nominativa. Sin perjuicio de ello, deberían extremarse los cuidados por parte de las Direcciones Generales de Rentas a los fines abarcar a todos los sujetos de un mismo sector (en la medida que dichos sujetos revelen un sustento territorial suficiente), a los fines de evitar o atenuar aspectos que pudieren derivar en una competencia desleal.

b) Criterio de territorialidad: sólo deberían designarse como agentes  aquellos que tienen algún tipo de asentamiento físico desde el cual operen dentro de la provincia respectiva. El sólo hecho de ser contribuyente de una provincia determinada, no puede ni debe dar sustento suficiente para ser nominado y/o exigir que actúe como tal.

c) Criterios de vinculación: es importante tener presente aquí el principio de vigencia territorial de la ley local. En virtud de ello deberían considerarse la posibilidades siguientes a los efectos de establecer el momento de vinculación:

c.1.)El lugar de emisión del medio de pago o de la emisión de la factura: este criterio tiene dificultades de atribución territorial cuando la prestación de un servicio o entrega de una cosa se perfecciona en una provincia, y la facturación o el pago se materializa en otra. La jurisdicción en la cual se perfeccionó la prestación del servicio o donde se entregó la cosa (que a la postre debiera ser -prima facie- la jurisdicción a la cual se atribuirá el ingreso conforme el régimen general establecido en el artículo 2° del CM), podría considerar que posee potestad tributaria para sujetar a retención un hecho económico acaecido en su jurisdicción.

c.2.) El lugar de prestación del servicio o entrega de los bienes adquiridos puede ser considerado como alternativa al punto precedente. 

d) Coeficiente mínimo atribuible a la provincia: debería establecerse que sólo procede la retención o percepción, cuando el proveedor o el cliente posea en dicha jurisdicción, un coeficiente unificado –artículo 2° C.M.-, igual o superior a determinado porcentaje, por ejemplo diez por ciento. 

